INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.490, que estableció el seguro obligatorio de accidentes personales causados por circulación de vehículos motorizados.


 


BOLETÍN Nº 2.447-15


________________________________________











HONORABLE SENADO:





		Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley, enunciado en el rubro, iniciado en Moción de los Honorables  Diputados  señora Eliana Caraball y señores Guillermo Ceroni, Patricio Cornejo, Juan Pablo Letelier, Zarko Luksic, Juan Masferrer, Sergio Ojeda y Carlos Olivares y de los ex-Diputados señores Jaime Orpis y Baldo Prokurica.





	Cabe señalar que la Honorable Cámara de Diputados acordó tramitar, en forma conjunta con esta iniciativa, la Moción de los Diputados señores Haroldo Fossa, Pedro Álvarez-Salamanca,  Pablo Galilea, José Antonio Galilea y  Arturo Longton; y de los ex Diputados señores Carlos Caminondo y José García, que modifica el artículo 34 de la ley N°18.490 (Boletín N°2.686-15).





		- - - -


 


		A la sesión en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa legal asistieron el Subsecretario de Transportes Subrogante, don Silvio Albarrán; el Asesor Jurídico de dicha Subsecretaría, don Lautaro  Pérez; el Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Domingo Sánchez; el Asesor de la Subsecretaría de Transportes, don Patricio Bell; el Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, don Gonzalo Zaldívar, y el Jefe de la División Técnica y Normativa de esa Superintendencia, don Ernesto Ríos.





- - - -





	Dejamos constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Senado, informará sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único, por contener disposiciones relativas a distintos temas.





	Asimismo, dejamos constancia de que esta iniciativa legal no contiene normas de rango orgánico constitucional ni de quórum calificado.


			      - - - -	 








%t%FUNDAMENTOS DEL PROYECTO%t%





	 El proyecto responde a la preocupación por el aumento que han experimentado los accidentes de tránsito en nuestro país, y por la indefensión en que quedan muchas de las víctimas de esos accidentes. Dicha preocupación se traduce en la proposición de ampliar la cobertura y montos máximos de las indemnizaciones cubiertas por el seguro de accidentes personales, facilitando el ejercicio de las acciones contempladas en la ley que lo regula.








%t%OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO%t%





	Mejorar los beneficios que otorga dicho seguro, para lo cual se aumentan las indemnizaciones contempladas en la ley; se extienden las prestaciones cubiertas por el seguro, incluyéndose las atenciones dentales, psicológicas y los tratamientos de rehabilitación física; se amplían los plazos de prescripción para reclamarlas, se añaden nuevos beneficiarios,  se reducen o eliminan las cargas y topes impuestos a los interesados para obtener los beneficios del seguro.





%t%ANTECEDENTES%t%





1.- Jurídicos





	Se modifican los artículos 1º, 8º, 12, 13, 22, 24, 25, 26, 29 y 34 de la ley Nº 18.490, publicada en el Diario Oficial el 4 de enero de 1986.





			2.- De hecho








		La Moción que dio origen a esta iniciativa legal  indica como antecedentes que justifican legislar sobre la materia los siguientes:





	1. La enorme cantidad de accidentes de tránsito que cada año ocurren en Chile, con casi tres mil muertos y diez mil lesionados.





	2. La cantidad de años transcurridos desde la dictación de la ley N°18.490, publicada en el Diario Oficial el 4 de enero de 1986, lo que justifica su revisión.





	3. Los bajos montos de las indemnizaciones que garantiza el seguro de accidentes personales,  que impiden cubrir todas las prestaciones que debe recibir un accidentado.





	4. El hecho de que la ley N°18.490 es el único instrumento con que cuenta una persona para enfrentar los gastos médicos,  y las secuelas que derivan de un accidente de tránsito.








	%t%ESTRUCTURA DEL PROYECTO%t%





	El proyecto se encuentra estructurado sobre la base de un artículo único que mediante 10 numerales modifica los artículos 1º, 8º, 12, 13, 22, 24, 25, 26, 29 y 34 de la ley Nº 18.490.





	El proyecto plantea lo siguiente:





1. Eliminar el plazo de cinco días que tiene el propietario o conductor del vehículo asegurado para dar aviso por escrito del siniestro, a la entidad aseguradora.





2. Eliminar la obligación del propietario o conductor del vehículo asegurado de poner, oportunamente, en conocimiento de la compañía aseguradora cualquier documento o comunicación que tenga relación con un accidente en que hubiera participado el vehículo asegurado, o a un hecho que pueda dar origen a alguna responsabilidad del asegurador.





3. Aumentar de uno a dos años el plazo de prescripción de las acciones para perseguir el pago de las indemnizaciones por accidentes personales.





	4. Interrumpir el plazo de prescripción, el que se producirá por la recepción, por parte del asegurador, de los antecedentes justificativos del pago de cualquiera de las indemnizaciones previstas en este seguro, aunque en su presentación se hubiera omitido alguno de los antecedentes a que se refiere el artículo 30.





5. Agregar, como riesgo cubierto por el seguro obligatorio de accidentes personales, las secuelas psicológicas derivadas de un accidente en el que intervenga el vehículo asegurado.





6. Considerar como “terceros afectados” a las personas transportadas en un vehículo que no cuente con seguro vigente que hubiera intervenido en un accidente con algún vehículo asegurado, con excepción del propietario de aquél.





7. Aumentar de 150 a 300 UF las indemnizaciones en caso de muerte; de 150 a 300 UF en caso de  incapacidad permanente total;  de 90 a 200 UF en caso de  incapacidad permanente parcial y, en general, de 90 a 300 UF, los gastos de hospitalización.





	8. Reembolsar, además de los gastos de hospitalización o de atención médica, quirúrgica y farmacéutica, los gastos por concepto de atención psicológica, dental, prótesis, implantes y cualquiera otra que se requiera para su rehabilitación.  Estas 300 Unidades de Fomento se destinarán sólo al pago o copago de los gastos señalados precedentemente.





9.  Establecer que las sumas que pague el asegurador por concepto de gastos de hospitalización o de atención médica, quirúrgica o farmacéutica no se deducirán de la indemnización que deba pagarse en casos de muerte o de incapacidad total.





	10.  Limitar, a un plazo que no deberá exceder de treinta días corridos desde su presentación, la investigación o la determinación de la naturaleza y del grado de incapacidad referida anteriormente.





	11. Eliminar de los casos excluidos de la cobertura del seguro obligatorio, los casos de muerte o de lesiones corporales ocurridos en lugares que no fueran de libre acceso al público.





			------------








	%t%DISCUSIÓN EN GENERAL%t%


		





	Al iniciarse la discusión en general de la iniciativa legal en estudio, vuestra Comisión escuchó los planteamientos del señor Subsecretario de Transportes Subrogante, don Silvio Albarrán, quien, además de reiterar las ideas e información contenida en la Moción, manifestó que el Ejecutivo apoya esta iniciativa.





	Destacó que el objetivo general de la política nacional de tránsito es la seguridad de los usuarios de las calles, de los caminos y de la infraestructura complementaria, ya sea de conductores de vehículos motorizados o de transeúntes.





	Indicó que el tema de la seguridad, en sus diversas facetas, ha sido definido por el Ministerio de Transportes como el objetivo central de su accionar, pues tiene el imperativo ético irrenunciable de propender a la protección de la vida y de la integración física y síquica de las personas.





	Agregó que enfrentan y asumen el desafío de reducir el triste récord que ostenta nuestro país en materia de accidentes del tránsito así como también el de concurrir con sus mejores capacidades a las acciones destinadas a mitigar el sufrimiento de los miles de compatriotas que año tras año sufren dolorosas consecuencias derivadas de ellos.





	Cree que el Estado, a través de sus distintos órganos, debe centrar su acción en lograr el perfecto equilibrio en su preocupación por atender a la satisfacción de las necesidades e intereses tanto de los conductores como de los demás usuarios de las vías, de manera que se logre el debido respeto y armonía que permitan, en el menor plazo posible, revertir las trágicas cifras que hoy se conocen. En este contexto y aún cuando eventualmente pudieran existir diferencias con algunos actores involucrados en el tema en relación a los aspectos puntuales de este proyecto, expresó su pleno respaldo al sentido y alcance del mismo.





	Señaló que el Ministerio de Transportes comparte  la idea de modificar la ley vigente ya que su aplicación ha dado lugar a innumerables dificultades que es necesario superar. Agregó que a través de este proyecto se deben resolver  temas como el desconocimiento que tiene la población respecto del funcionamiento y los beneficios del seguro, la insuficiente cobertura que brinda a las víctimas más graves, que son quienes más necesitan del seguro, la obsolescencia de algunas de sus  disposiciones y la complejidad de los trámites de cobranza.





	Destacó que lo más importante es que el proceso de atención y rehabilitación de las víctimas de accidentes de tránsito requiere de prolongados y costosos tratamientos que no alcanzan a ser cubiertos por la indemnización que contempla el seguro en la actualidad. En efecto, y tal como lo señalan las cifras proporcionadas por el Ministerio de Salud durante el año 1999, quedaron pendientes por recuperar 589 millones de pesos por concepto de atención a pacientes lesionados en accidentes de tránsito atendidos por el sistema nacional de servicios de salud. Sólo en el primer semestre del año 2000, las compañías de seguro acumularon una deuda de 643 millones por atención de salud, proporcionada en los hospitales públicos. Paradójicamente, las compañías aseguradoras reportaban en el período ganancias por más de seis millones de dólares.





	Obviamente, añadió, aquí se observa una inaceptable asimetría que atenta gravemente en contra de los más elementales principios de igualdad y justicia afectando, en primer lugar y en forma dramática, a las víctimas y a sus familiares y, en segundo lugar, al Estado en su conjunto. Esta inequidad queda claramente de manifiesto con las cifras aportadas en su oportunidad al Parlamento tanto por el Ministerio de Salud como por la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito que muestran que en la actualidad hay gastos por más de 89 millones de dólares que el seguro no cubre y que en definitiva son absorbidos por el sistema de salud público o privado.





	En conclusión, para el año 1999 el seguro aportó sólo el 13% de los gastos hospitalarios por atención a las víctimas de accidentes de tránsito.





	Finalizó señalando que el Ejecutivo está en total acuerdo con el proyecto como está presentado. Sin embargo, estima, por un lado, que las primas, al producirse las modificaciones de las coberturas, no debieran tener alzas mayores debido a la alta rentabilidad que tienen las compañías de seguros y, por otro lado, que es muy importante establecer en esta iniciativa legal que las compañías en conjunto y en coordinación con los entes públicos dedicados al tema como el Ministerio de Salud y la Comisión Nacional de Seguridad en el Tránsito u otro, destinen un porcentaje de lo que recaudan anualmente por concepto de este seguro a las tareas de educación, prevención y difusión del seguro porque hay muchos accidentados que lo desconocen y pierden la oportunidad de ser indemnizados. Señaló que están estudiando la presentación de una indicación al respecto.





	El Honorable Senador señor Novoa manifestó su acuerdo con la idea matriz del proyecto, pero comentó que probablemente las primas del seguro subirán, ya que son muy bajas debido a que pocas personas hacen uso del seguro y a que las indemnizaciones no son sustantivas y, además,  existe desconocimiento del mismo. Cree que al fijarse montos de indemnización más altos, ya sea los que están en el proyecto de ley en estudio u otros, este seguro puede convertirse en un seguro atractivo y los asegurados podrán empezar a exigir sus derechos, en cuyo caso la prima podría duplicarse y se crearía un problema para las personas obligadas a contratarlo. Por lo tanto, solicitó información técnica al respecto.





	El Honorable Senador señor Pizarro, por su parte, manifestó que la invitación formulada a la Superintendencia de Valores y Seguros fue para que el señor Fiscal informara a la Comisión acerca de cómo está operando este seguro, qué cifras son las que se tienen respecto de su costo, de su cobertura, qué puede significar un aumento de las indemnizaciones para los efectos del costo, si efectivamente hay un desconocimiento de éste, si hay competencia en la oferta, si se licita, cuántas empresas lo ofrecen y los márgenes de utilidad que tienen.





	Señaló que actualmente la ley establece un seguro obligatorio y que no establece un monto máximo o una tarifa fija por él, quedando entregado a la libre competencia. Además, exige una seguridad mínima que está establecida en la ley,  pero su cobro lo fijan las compañías de acuerdo al mercado. La iniciativa legal en estudio deja la actual situación subsistente, o sea, continuará la libre competencia. Por ello solicitó al señor Fiscal mayor información o alguna estimación, aunque sea teórica, de cómo  podría afectar este cambio legal el mercado de los seguros. 





	Indicó que el Ejecutivo ha manifestado que no debiera haber un aumento en las primas porque las compañías tienen utilidades muy grandes. Si esa utilidad es suficientemente grande como para que dichas compañías cubran y sigan asumiendo el riesgo quiere decir que no habría problema porque se mantendrían los precios de mercado; pero si la situación cambia,  será muy oneroso para muchos contratar un seguro más alto para una eventualidad que es grande pero que no a todos se les produce.





		El Honorable Senador señor Muñoz Barra señaló que se pronuncia favorablemente sobre la aprobación en general de este proyecto de ley ya que amplía el monto de las indemnizaciones, amplía la cobertura de prestaciones médicas, que hoy día es restringida, amplía los plazos de prescripción, amplía los plazos para dar cuenta de los siniestros de las compañías, de tal manera que desde el punto de vista central protege al usuario; por ello le entrega su aprobación sin ninguna reserva.





		El señor Fiscal de Seguros de la Superintendencia de Valores y Seguros, don Gonzalo Zaldívar, informó que nominalmente las primas no han subido en los últimos 10 años y que, en términos generales, la iniciativa legal en estudio soluciona varios aspectos perfectibles del seguro. 





	Agregó que para centrar el tema en ver cuáles son los márgenes que actualmente existen en la industria, en relación con este seguro, la primera información que puede dar es que las indemnizaciones pagadas anualmente por este seguro, en los últimos 10 años, en relación a la prima que se cobra, corresponden al 70%. O sea, de cada 100 unidades de prima que los asegurados, propietarios y conductores pagan por este seguro, la industria aseguradora paga 70 unidades monetarias por indemnizaciones previstas en él.





	Recordó que la actual ley establece una suma única para todas las indemnizaciones. Lo que uno gasta u obtiene como indemnización por invalidez y gastos médicos va disminuyendo la suma asegurada para todo el resto de las indemnizaciones y, específicamente en lo que se refiere a la rehabilitación, está considerado dentro de las prestaciones médicas necesarias y útiles para el tratamiento de lesiones corporales. En este caso, la rehabilitación como proceso está cubierta por un año desde acaecido el siniestro. El proyecto no propone ampliar este caso. Destacó que es conveniente dejar en claro que la rehabilitación está vista como gasto médico, básicamente, en la medida que sea necesario, y son gastos que de alguna forma están compitiendo con las otras indemnizaciones. Señaló como ejemplo que si un asegurado tiene un período de rehabilitación,  y a la vez tiene un daño físico que le produce una invalidez permanente, el pago de las dos indemnizaciones estaría compitiendo. Éste es uno de los temas que aborda esta iniciativa legal y que es conveniente recalcar, en el sentido de que el pago sea complementario y no compita entre los dos. Para la compañía su tope es actualmente, 150 Unidades de Fomento y,  por el solo hecho de separar las coberturas, la suma asegurada global aumentaría, sin perjuicio de que es conveniente separarlas,  porque no es beneficioso que los gastos médicos por rehabilitación compitan con las indemnizaciones por invalidez o muerte.





		 Señaló que en este momento no puede precisar si el proyecto  aumentará o no, la prima en una proporción determinada, situación difícil de establecer porque el proyecto innova en la estructura de lo que adeudaría eventualmente la compañía de seguros. Adelantar algo en este aspecto no sería prudente, pero cree que difícilmente las compañías podrían absorber enteramente todos los aumentos de indemnizaciones.





	 Manifestó que cuando informó la proporción de primas que es destinada a indemnización, que se denomina siniestralidad de la prima, quedó en evidencia que el rango que no se paga como indemnización es de un 30%. Agregó que éste es un seguro que por sus características,  venta masiva que se hace en períodos muy cortos, por un lado, y  por el tipo de actividad que obliga a las compañías para la liquidación de siniestros, por otro,  es un seguro que tiene gastos importantes para su gestión. Informó sobre este particular que la comisión que ganan los intermediarios bordea entre el 15 y el 20%. Por su naturaleza, este seguro es difícil de implementar por medios baratos, ya que tiene un gran componente en lo que es intermediación y colocación. Se venden dos millones de pólizas que es preciso diferenciar por automóviles, buses, taxis, etc., teniendo los buses un mayor costo: los  urbanos su costo es superior a 40 mil pesos y en los interurbanos, su  costo es aún mayor por el riesgo de la velocidad. 





	El Honorable Senador señor Novoa reiteró su opinión en el sentido de que, de aprobarse este proyecto de ley, las primas van a subir, que éste es un mercado muy competitivo, ya que cualquier compañía de seguros puede ingresar a él, que ha resultado ser un buen negocio, además, cree que hay gran competencia,  lo que restringe el margen para aumentar las coberturas. Destacó que si el 70% de las primas se paga, además del 10 ó 15% que hay que pagarle al vendedor por la venta, no pareciera dejar un margen muy grande; por ello, cree que pueden subir. Finalmente consultó si estas primas son comparables con otros tipos de seguros y si se sabe cuántos siniestros no denunciados hay.





	El señor Fiscal de Seguros informó que en el año 2000 hubo 46 mil personas afectadas en accidentes del tránsito, dato proporcionado por la CONASET y las compañías, ese mismo año habrían pagado indemnizaciones a  40 mil personas, lo que arroja 85% de personas que habrían cobrado la indemnización. 





	Agregó  que como hay mucha competencia en el mercado, la siniestralidad del orden del 70% es razonable en el ramo de seguros y el 30% restante, en gran parte, apunta a gastos de administración. El análisis efectuado en el pasado respecto a la rentabilidad no es tan elevado como  aparece. Indicó que las cifras las revisarán con mayor detalle para determinar si efectivamente las compañías estarían obteniendo utilidades más allá de lo razonable a través de este seguro. Sin embargo, por el nivel de competencia no pareciera ser así. 





	Añadió que no tienen una cifra de potencial crecimiento de las primas de aprobarse este proyecto; que es un tema difícil de asumir, pero que existen estimaciones de la Asociación de Aseguradores que, considerando el aumento de las coberturas que plantea este proyecto, la prima, al menos, se triplicaría.





		Finalmente, destacó que lo que explica en parte la siniestralidad y el aumento del comportamiento, es que transcurrido el tiempo cada una de las entidades que concurre como proveedor de asistencia a este tipo de hechos, o sea, mutuales de accidentes del trabajo, Isapres, y otras entidades como hospitales públicos, ha perfeccionado sus mecanismos para obtener el pago de la indemnización, y lo que muchas veces la gente no cobra personalmente, lo cobra su mutual de accidentes del trabajo porque ella le presta la atención. Una de las características de este seguro es que constituye un seguro de primer pago; primero se paga este seguro y luego, las prestaciones de seguridad social.





	El Honorable Senador señor Vega, por su parte, manifestó que en su opinión esta iniciativa legal no ataca el problema de los accidentes del tránsito, pero estuvo de acuerdo con aprobar la idea de legislar al respecto.





	Sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en general este proyecto de ley, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Novoa, Pizarro y Vega.


	


			- - - - -





	En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley despachado por la H. Cámara de Diputados, que consta en el Oficio Nº 3578, de 13 de noviembre de 2001, cuyo tenor es el siguiente:








	       %t%PROYECTO DE LEY:%t%





	“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.490:





	1. Modifícase el artículo 1º de la siguiente forma:





	a) Reemplázase la segunda parte del inciso primero por la siguiente: “Además, si el vehículo no contare con un seguro por los daños personales y materiales causados con ocasión de un accidente de tránsito, el vehículo conducido quedará gravado con prenda sin desplazamiento y será puesto a disposición del tribunal respectivo, de forma de responder por las indemnizaciones contempladas en esta ley.”.





	b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:





	“Este seguro no se exigirá a los vehículos de transporte y otros respecto de los cuales se apliquen normas sobre seguros en virtud de convenios internacionales, caso en el cual podrán ser contratados con empresas aseguradoras extranjeras que tengan representación en Chile o que hayan celebrado convenios con ellas o con compañías aseguradoras chilenas.”.





	c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:





	“Los vehículos motorizados que tengan matrícula extranjera y que ingresen provisoria o temporalmente al país que no estén comprendidos en el inciso anterior deberán contar con un seguro de similares características al que obliga esta ley para los vehículos que obtienen el permiso de circulación en Chile. Este seguro podrá ser contratado con empresas aseguradoras extranjeras que tengan representación en Chile o que hayan celebrado convenios con ellas o con compañías aseguradoras chilenas. Con todo, si uno de éstos interviniere en un accidente de tránsito, Carabineros de Chile procederá a retirar la documentación de ingreso temporal del vehículo expedida por el Servicio Nacional de Aduanas o el tríptico respectivo, para el solo efecto de ponerlo a disposición del tribunal competente.”.





	2. Modifícase el artículo 8º en la siguiente forma:





	a) En el inciso primero, agrégase, a continuación de la expresión “vehículo asegurado”, la primera vez que aparece mencionada, la frase “o sus representantes”, entre comas (,), y elimínase la frase “dentro del quinto día, contado desde que tenga noticia del accidente, salvo caso de impedimento debidamente justificado”.





	b) Derógase su inciso segundo.





	3. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 12, la expresión “peatones o personas no transportadas” por la frase “peatones, personas no transportadas o cuando no fuere posible establecer en cuál vehículo viajaban los afectados”.





	4. Modifícase el artículo 13 como sigue:





	a) Reemplázase la expresión “un año” por “dos años”.





	b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:





	“La recepción por parte del asegurador de los antecedentes justificativos del pago de cualquiera de las indemnizaciones previstas en este seguro producirá la interrupción de la prescripción, aunque en su presentación se hubieren omitido algunos de los antecedentes a que se refiere el artículo 30.”.





	5. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 22, a continuación de “víctima del accidente”, la segunda vez que aparece mencionada, la frase “o familiar o beneficiario contemplado en esta ley”.





	6. Modifícase el artículo 24 en la siguiente forma:





	a) Sustitúyense, en el inciso primero, las palabras “muerte y lesiones corporales” por la expresión “muerte, lesiones corporales y daño psicológico”.





	b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





	“Para los efectos de esta ley, se considerarán igualmente como terceros afectados las personas transportadas en un vehículo que no cuente con seguro vigente que hubiere intervenido en un accidente con algún vehículo asegurado, con excepción del propietario de aquél.”.





	7. Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:





	“Artículo 25.- El seguro de accidentes personales garantizará las siguientes indemnizaciones:





	1. Una cantidad equivalente a 300 unidades de fomento en caso de muerte;





	2. Una cantidad equivalente a 300 unidades de fomento en caso de incapacidad permanente total;





	3. Una cantidad equivalente de hasta 200 unidades de fomento en caso de incapacidad permanente parcial, debiendo el monto definitivo ser una proporción de dicha indemnización máxima, según la clasificación que al efecto se haga en la póliza, y





	4. Una cantidad equivalente de hasta 300 unidades de fomento por concepto de gastos de hospitalización o de atención médica, quirúrgica, psicológica, dental, prótesis, implantes, farmacéutica y cualquiera otra que se requiera para su rehabilitación.  Estas 300 unidades de fomento se destinarán sólo al pago o copago de los gastos señalados precedentemente.





	Las incapacidades temporales de cualquier especie no darán derecho a otra indemnización que la señalada en el número 4 del inciso anterior.





	La indemnización de los gastos de atención médica y quirúrgica no podrá exceder de los montos que señale la póliza.”.





	8. Reemplázase el inciso segundo del artículo 26 por el siguiente:





	“No se deducirán de la indemnización que deba pagarse en caso de muerte o de incapacidad total las sumas pagadas por el asegurador por concepto de gastos de hospitalización o de atención médica, quirúrgica o farmacéutica.”.





	9. En el artículo 29, intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:





	“Dicha investigación o la determinación de la naturaleza y grado de incapacidad referida en el artículo anterior no deberá exceder de treinta días corridos desde su presentación.”.





	10. Derógase el número 3 del artículo 34, pasando los actuales números 4 y 5 a ser 3 y 4, respectivamente.”.








					- - - - 


�



	Acordado en sesión celebrada el día 2 de octubre de 2002, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Jorge Pizarro (Presidente), Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa y  RamónVega.





	Sala de la Comisión, a 3 de octubre de 2002.






































	ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA


	    Abogado Secretaria de la Comisión
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%t%RESUMEN EJECUTIVO%t%








PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.490, que estableció el seguro obligatorio de accidentes personales causados por circulación de vehículos motorizados.





BOLETIN Nº: 2.447-15.





PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: mejorar los beneficios que otorga dicho seguro, para lo cual se aumentan las indemnizaciones contempladas en la ley; se extienden las prestaciones cubiertas por el seguro, incluyéndose las atenciones dentales, psicológicas y los tratamientos de rehabilitación física; se amplían los plazos de prescripción para reclamarlas, se añaden nuevos beneficiarios y se reducen o eliminan las cargas y topes impuestos a los interesados para obtener los beneficios del seguro.





ACUERDOS: aprobación en general (4 X 0).








III.      ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el proyecto se encuentra estructurado sobre la base de un artículo único que mediante 10 numerales modifica los artículos 1º, 8º, 12, 13, 22, 24, 25, 26, 29 y 34 de la ley Nº 18.490.








IV.       NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no hay.








V.        URGENCIA: simple.





	


           VI.      ORIGEN INICIATIVA: tiene su origen en Moción de los Honorables  Diputados  señora Eliana Caraball y señores Guillermo Ceroni, Patricio Cornejo, Juan Pablo Letelier, Zarko Luksic, Juan Masferrer, Sergio Ojeda y Carlos Olivares y de los ex Diputados señores Jaime Orpis y Baldo Prokurica.





	Cabe señalar que la Honorable Cámara de   Diputados acordó tramitar en forma conjunta con esta iniciativa la Moción de los Diputados señores Haroldo Fossa, Pedro Álvarez-Salamanca, Carlos Caminondo, Pablo Galilea, José Antonio Galilea y  Arturo Longton y del ex Diputado señor José García, que modifica el artículo 34 de la ley N°18.490 (Boletín N°2.686-15).





VII. 	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite.





VIII. 	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: fue aprobado  en forma unánime.





IX. 	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 13 de noviembre de 2001.





X. 	TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe





XI. 	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: se modifican los artículos 1º, 8º, 12, 13, 22, 24, 25, 26, 29 y 34 de la ley Nº 18.490.








	Valparaíso, 3 de octubre de 2002.
































ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA


Abogado Secretaria de la Comisión
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